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PROVINCIA DE BUENOS AIRES

Tribunal de Casación  Penal
	‰6z"/*"/72^Š 



REG: 1311

 C. 87.946
En la ciudad de La Plata a los    días del mes de 11 de diciembre dos mil dieciocho, reunidos en Acuerdo Ordinario, los Señores Jueces de la Sala Quinta del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores Víctor Horacio Violini y Ricardo Ramón Maidana, con el objeto de resolver en la presente causa nº 87.946 caratulada “Aldana, Luis Horacio s/ Recurso de Casación”. Practicado el sorteo de ley, resultó que en la votación debía observarse el orden siguiente: VIOLINI - MAIDANA
A N T E C E D E N T E S

El Tribunal en lo Criminal nº 2 del Departamento Judicial Zárate Campana resolvió condenar a Luis Horacio Aldana a la pena de prisión perpetua, accesorias legales y costas del proceso, por resultar autor penalmente responsable del delito de homicidio doblemente agravado por el vínculo y por tratarse la víctima de una mujer, cometido por un hombre mediando violencia de género.

Contra dicho resolutorio, la Sra. Defensora Oficial del nombrado, Dra. Fabiana Florentín interpone el recurso de casación obrante a fs. 44/50 del presente legajo. 

Cumplidos los trámites de rigor y encontrándose la presente causa en condiciones de ser resuelta, el Tribunal decidió tratar y votar las siguientes:

C U E S T I O N E S

Primera: ¿Resulta procedente el recurso de casación?
Segunda: ¿Que pronunciamiento corresponde dictar?
A la primera cuestión planteada, el Señor Juez doctor Violini, dijo: 

Que contra la sentencia condenatoria la defensa oficial formula una serie de apreciaciones.

I.- a) Como primer motivo de agravio, el recurrente indica que, al fundar la materialidad ilícita, su encuadre legal y la participación de Aldana en el hecho, el a quo ha quebrantado las reglas de la sana crítica que deben gobernar la sentencia como acto jurisdiccional válido. Afirma que las pruebas valoradas en el fallo en crisis no son suficientes para arribar a un veredicto condenatorio respecto de su asistido 

En ese sentido, señala que la única sindicación de su pupilo deriva del testimonio de la víctima, quien pudo brindar su testimonio aún encontrándose en estado grave en la terapia intensiva, que finalmente derivó en su fallecimiento. Indica que tenía una evidente animosidad en su contra por la separación que estaban atravesando, lo que le resta valor convictivo a sus dichos. Así también, la Sra. Tomás describió que la agresión sufrida se produjo en el baño de la vivienda, sector donde la luz se encontraba apagada, por lo que difícilmente pudo haber visto a su atacante. 

Indica que fue ella quien les dijo a sus hijos que el agresor había sido su padre, por lo que ellos repitieron los dichos. Karen Aldana relató haber presenciado parte del hecho juzgado, pero no pudo ver a los autores del mismo, siendo el origen de su sindicación la versión de su progenitora, quien le reiteró que Aldana fue su agresor. En el mismo sentido, cuestiona que Julián Sebastián Aldana escucho al agresor y reconoció su voz, pero solo luego de hablar con su madre comenzó a sindicar a su asistido.

Por otro lado, en relación con la prueba sobre el perfil genético hallado en la zapatilla del encausado, entiende que con esos elementos no se puede determinar que ese calzado haya sido usado por Aldana el día de los acontecimientos, ni que el perfil genético de la víctima haya sido depositado en esa oportunidad.

Cuestiona que la pericia psiquiátrica no determina participación alguna y por otra parte, la pericia psicológica realizada por la Lic. Rosana Kupersmit, evalúa la personalidad de su pupilo, pero de ahí no se puede afirmar que participó en el hecho que se le endilga.

También pone en cuestionamiento que el sentenciante haya descartado la versión exculpatoria dado por su asistido y su pareja.

En virtud de todo lo expuesto y del principio in dubio pro reo, solicita que se case la sentencia y se absuelva a su pupilo procesal.

b) En formar subsidiaria, cuestiona la calificación, peticionando que se encuadre la conducta en la figura de homicidio con circunstancias extraordinarias de atenuación (art. 80 in fine del CP). Señala que si bien el a quo admitió que los cónyuges estaban separados desde hacía dos años, y aun cuando no hubo denuncia alguna que ratifique la existencia de violencia de género, no se hizo lugar al planteo impetrado por la parte. 

Entiende que es arbitrario que se reconozca la separación pero no el debilitamiento del vinculo, cuando se ha acreditado la existencia de una causa de divorcio en tramite. Además, indica que no se da en el caso la existencia de violencia de género, teniendo en cuenta que no se radicó ninguna denuncia contra su asistido por amenazas o lesiones.

c) Como otro motivo de agravio, denuncia la violación de lo dispuesto en los artículos 40 y 41 del CP, estando en desacuerdo con las agravantes valoradas por el a quo (nocturnidad y haberse valido de las llaves de la vivienda).

d) Finalmente, efectúa el planteo de inconstitucionalidad de la prisión perpetua.

II.- A su turno, el defensor de esta Instancia, Doctor Daniel Aníbal Sureda, mantiene expresamente el recurso interpuesto por su inferior, peticionando en igual sentido (cfr. fs. 64/66 del presente legajo).

III.- En ese orden, el señor Fiscal Adjunto de Casación, Dr. Jorge Armando Roldán, efectúa su dictamen, donde solicita el rechazo del recurso deducido en favor del imputado por los argumentos que desarrolla a fs. 67/71 de este legajo.

IV.- A fin de atender los agravios de la defensa, corresponde recordar los hechos investigados en estas actuaciones y que fueran objeto del fallo impugnado.

Que de acuerdo surge de la sentencia, el Tribunal ha tenido por legalmente probado que “...en la localidad de Ingeniero Maschwitz del partido de Escobar de nuestra provincia el día 10 de diciembre del 2015 siendo aproximadamente las 03:10 horas cuando Alicia Beatriz Tomás y sus dos hijo, Karen Rocío Aldana de veinte años de edad y Julián Sebastián Aldana de doce años de edad se encontraban pernoctando en la planta alta del domicilio ubicado en la calle Los Robles n° 1891, dos sujetos del sexo masculino ingresaron clandestinamente a la vivienda sin ejercer ningún tipo de violencia, resultando uno de ellos identificado posteriormente como Luis Horacio Aldana, cónyuge de Tomás aunque separados y tramitando su divorcio, a la vez que progenitor de Karen y Julián, quien contaba con las llaves de la vivienda. En esos momentos, Alicia Tomás al haber escuchado ruidos extraños provenientes de la planta baja de la casa decidió levantarse e ir para controlar y revisar las instalaciones junto a su hijo Julián. Así las cosas, al llegar cerca de la parrilla cubierta existente en el lugar, observan la presencia de dos sujetos y en ese momento uno de ellos, en forma intimidatoria le dijo a Tomás dame tus ahorros. En ese momento, Luis Horacio Aldana la condujo hacia el baño y comenzó a asestarle con un arma blanca del tipo cuchillo de grandes dimensiones que portaba múltiples puñaladas en el cuello, la nuca, el rostro, la muñeca izquierda y la mano izquierda mientras le decía que la mataría. Luego de la artera agresión a Tomás, tanto Aldana como su compañero no identificado huyeron del lugar apoderándose únicamente de una billetera de la víctima con documentación personal a fin de disfrazar el hecho como un robo. La víctima sufrió múltiples lesiones de arma blanca en la región posterior del cuello –con paraplejía crural y paraperesia braquial-, zona central interescapular de 2,5 cm. que penetró al tórax, con sección de la apófisis espinosa de las vértebras cervicales C4 y C5, con sección medular y en ángulo axilar inferior derecho. A raíz de la gravedad de las lesiones Tomas fue asistida de inmediato en el Centro de salud “Coronel Dorrego” de Ingeniero Maschwitz, luego en el Hospital de Escobar y finalmente fue derivada el día 12 de diciembre de 2015 al Sanatorio Güemes de la ciudad de Buenos Aires, lugar donde falleció el día 3 de enero de 2016 por Neumopatía, Traumatismo Raqui-Medular, como consecuencia de las lesiones padecidas” (cfr. fs.18vta/19 del presente legajo).

a) En referencia al primer agravio, no puede aceptarse la tesitura de la defensa en cuanto a que la intervención de Aldana en el hecho ha sido acreditada solamente con la sindicación que realizara la víctima desde el momento mismo del hecho.

Es que se advierte que el mentado testimonio se encuentra robustecido con otros elementos probatorios, como es el testimonio de Julián, el hijo menor de la pareja, quien en medio de la intrusión a la vivienda reconoció la voz de uno de los agresores como familiar y no lo dudó cuando su madre le dijo que había sido su padre. Toda esta esta circunstancia fue lo que le transmitió a su vecina, señora Guaita, que había quedado a su cuidado en el día del evento. Se advierte que del testimonio brindado bajo las previsiones dispuestas en el art. 102 bis del CPP, el menor señaló que conoció la voz de su progenitor, sumado a que la vecina dijo que el menor al tiempo que temblaba como una hoja le dijo “Gabi era la voz de mi papa”.

Así también, tuvo en cuenta el sentenciante la relación violenta que existía en el matrimonio, a lo que se agregó el proceso de la separación en términos conflictivos una vez finalizada la convivencia, lo que demuestra un contexto previsible para el desenlace fatal sucedido.

En ese sentido, se valoraron también las agresiones detalladas por la propia víctima, sumado a las referencias que efectuaron los propios familiares  y compañeros de trabajo de las mentadas agresiones. También se tuvieron en cuenta las transcripciones de las comunicaciones telefónicas, las que revelan las diferencias existentes entre los cónyuges y el menosprecio que Aldana sentía por Alicia Tomás. Ejemplificó el sentenciante que en la agenda telefónica del celular del encartado, se encontraba el contacto "molestia" agregado al abonado 1123372042, siendo éste el numero que utilizaba Alicia Tomás. De ahí, surgen mensajes de texto enviados por Aldana a Tomás diciendo "SOS Y SEGUIRAS SIENDO UN SINVERGÜENZA ES LOS QUE VES EN LOS ESPEJOS QUE YO COMPRE. MAESTRITA DE POCA MENMTE" (del día 05/05/2015); "FINALMENTE SURGIERON TUS VERDADERAS INTENCIONES ES QUEDARTE CON MI CASA ES LO QUE REALMENTE TRE INTERESA A VOS Y A TU ABOGADA QUEDATELA IGUAL MAS ADELANTE LA VAS A TENER QUE VENDER PARA COMPRAR REMEDIOS ONCOLOGICOS LA GENTE COMO VOS SIEMPRE TERMINA CON ENFERMEDADES TERMINALES MUCHA SUERTE. DISFRUTA MIENTRAS TE DURE LA SALUD" (del dia 06/05/2015). 

Todos estas pruebas de cargo son elementos que demuestran el maltrato de Aldana a la victima, denotando una reiterada hostilidad, agresividad y menosprecio personal.

Las disputas económicas y la circunstancia de que la víctima haya continuado viviendo en el domicilio del atacante parece ser el mayor motivo de conflicto, sumado a la manutención de Julián, ya que el Juzgado de Familia le había impuesto esa obligación alimentaria.

Por otro lado, resulta un elemento probatorio de importancia el resultado de la pericia de cotejo de ADN entre una muestra extraída del cuerpo de la víctima y el material genético (sangre de la víctima) hallado en una zapatilla negra perteneciente a Aldana, la que fuera secuestrada en su domicilio, que arrojó resultado positivo. También se valoró que la víctima había manifestado que reconoció las zapatillas negras de su agresor. 

En relación con estas pruebas de cargo, entiendo que no se explicaría como llegó ahí la sangre sino es por la comisión misma del delito. Tampoco tiene sentido el argumento brindado por la defensa de que no se había acreditado que Aldana hubiese usado esas zapatillas el día del hecho ni que la sangre de la Sra. Tomas allí depositada hubiese sido de ese día, ya que resulta imposible que a días del suceso se encuentre una zapatilla con sangre de la víctima y que se relacione con otro momento, sumado a que el propio sujeto negó haber ejercido violencia física contra la damnificada

Considero que el a quo ha descartado correctamente la versión exculpatoria de Aldana, teniendo en cuenta que ni con su testimonio, ni con el de su pareja se ha demostrado que al momento del hecho se encontrara pernoctando en su domicilio. Al contrario, Servetto dijo que se despertó a la una para ir al baño y él no estaba (cfr. fs. 27vta.).

Tampoco pueden receptarse favorablemente las referencias dadas en cuanto a la facilidad de acceso a la vivienda, intentando demostrar que lo sucedido fue un robo, producto de la inseguridad que se vive diariamente. En realidad, solo se advierte que el único faltante fue una billetera con la documentación de la víctima, por lo que difícilmente se puede hablar de un hecho contra la propiedad.

En cuanto a las conclusiones de la pericia psicológica practicada a Aldana, también se pueden verificar datos importantes, ya que de su resultado se pueden advertir signos de mendacidad, de una estructuración narcisista que conllevaría a un importante monto de agresividad, la carencia de empatía en las relaciones interpersonales, lo que demuestra el desapego respecto de sus hijos y lo sucedido con su madre, sin mostrar un correlato afectivo respecto del episodio tuvieron que vivenciar, el que culminó con el deceso de su progenitora en presencia de ellos.

No basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso contestar mediante una crítica concreta y razonada todos y cada uno de los argumentos expuestos en ella resultando insuficiente e inidónea tal conducta para demostrar violación legal alguna por parte del tribunal al resolver en contra de sus pretensiones (conf. C.S.J.N., Fallos: 303:109; 304:1048; 305:301; 307:1735; 311:1133; 312:1716; 313:1077; 319:123; en igual sentido, SCBA, P 57877, rta. 8-9-1998; P 69211, rta. 17-7-2003, c. P 69012, rta. 23-4-2003).
Luego, desde esta perspectiva, debo afirmar que no hay, desde el punto de vista objetivo, razón alguna para poner en duda el impacto subjetivo que los testigos produjeron en el órgano de grado; todo lo contrario, en tanto que ellos, como dije, permiten recrear un todo armónico y coherente. 

Así la directa imputación de la víctima antes de morir fue escuchada por varios testigos, a lo que se suma la sangre hallada en la zapatilla y las amenazas de muerte, que no tienen otra explicación más que en la agresión que presenció Karen (fs. 22vta.). También es relevante que el imputado tenía llaves y no había signos de violencia en la puerta, como las amenazas de muerte que presenció la abogada Rastellino y las que escuchó Fernanda Tennen (fs. 23vta.). Todo esto corrobora un plexo cargoso suficiente para pregonar certeza.

De esta forma, resulta claro que, más allá de las pretensiones defensistas, el a quo abordó el estudio de los distintos elementos producidos y dio cuenta circunstanciada del valor que asignaba a cada uno. Se observa que han sido asociados lógicamente a través de un razonamiento ajustado a las reglas de la experiencia y el sentido común y ajeno a arbitrio alguno.

b) En cuanto al segundo agravio puesto a consideración por el recurrente, comparto con el sentenciante el encuadre legal otorgado al caso.

Es que la normativa es clara en su redacción en cuanto a que se castiga a quien matare a su ascendiente, descendiente, cónyuge, ex cónyuge, o la persona con quien mantiene o ha mantenido una relación de pareja, mediare o no convivencia (art. 80, inc. 1° del CP). De aquí se advierte que se incluye tanto una relación que se mantiene en la actualidad y como en el caso que se encuentra finalizada. 

En el caso, se encuentra más que acreditada estas circunstancias, por los que la agravante aplicada no merece critica alguna.

Por otro lado, considero que no resultan aplicables al caso, las circunstancias extraordinarias de atenuación previstas en el último párrafo del art. 80 del CP.

Tales circunstancias extraordinarias, son aquellas que colocan al autor en una situación vital en la que el vínculo que agrava el homicidio perdió la particular consideración que debía suponer para él.

Pero la ley no toma en cuenta su personalidad, el carácter, la intemperancia ni el desorden anímico, sino hechos en cuya virtud el vínculo carece de significación, y que pasan a constituir la causa determinante que impulsa a ejecutar la intención de matar.

Por otras palabras, el fundamento de las circunstancias extraordinarias de atenuación en el homicidio agravado por el vínculo, debe buscarse en la calidad de los motivos que determinan una razonable o comprensible disminución de los respetos hacia el mismo vínculo, y que encuentra su génesis fuera del propio autor.

De los hechos probados se evidencia una relación de pareja que lejos estuvo de ser tal, ya que se logró comprobar que el imputado actuó con plena comprensión y dirección de su accionar, no encuadrando en ninguno de los supuestos que habilita la aplicación de la mentada figurada atenuada

En lo que respecta a la agravante del artículo 80 inciso 11° del Código Penal, el agravio tampoco progresa. 
Es que el argumento por el que la defensa pretende desechar esta agravante, considerando que al no existir denuncia alguna en su contra no se configuraría una situación de violencia jurídicamente relevante, me resulta meramente dogmático, ajeno a la realidad de los hechos ventilados.

En efecto, y ante todo, debe señalarse que a contramano de lo pretendido en el recurso, el “odio” hacia la mujer no es una nota distintiva de dicho tipo de  violencia, que puede concurrir o no concurrir en su presencia; la nota dirimente es, por el contrario, la “cosificación” de la mujer, es decir, su degradación al carácter de mero objeto de propiedad del varón, en función de un estereotipo jerárquico sustentado en patrones socioculturales, que por cierto, se encuentran vedados por la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (artículo 5 inciso “a”), sancionada mediante la ley 23179, el 8 de mayo de 1985.

En función de ello, las presiones y coacciones ejercidas por Aldana que se desarrollaron mientras mantenían un vínculo matrimonial como durante su disolución, que se logró acreditar en el caso, basado principalmente en la superioridad económica que ejercía el encartado sobre la víctima, sumado a la violencia psicológica y física también acreditada por el a quo, importaron un cercenamiento de su libertad de decisión y un recorte de sus derechos elementales. 

La conjunción de estas circunstancias legitima la conclusión adoptada en origen, pues la Convención de Belém Do Pará (ley 24632), que en su Prólogo reconoce como antecedente a la Convención contra todas las formas de discriminación de la mujer citada más arriba, considera violencia contra la mujer a “cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico” (artículo 1). 

Puntualmente, acciones como las reprochadas a Aldana violentan “el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación” (artículo 6.b de la Convención de Belém do Pará), pues implica “subordinación”, además de la violencia física y psicológica sufrida.

c) Por otro lado, en cuanto al agravio referido a la mensuración de pena, el mismo debe correr el mismo camino que los anteriores.

No corresponde considerar el agravio contra las circunstancias individualizadoras previstas en los artículos 40 y 41 del Código Penal, cuyo sistema corresponde a penas divisibles, que no es el caso (argumento de los artículos 56 y 80 del Código Penal).

Tratándose de la aplicación de una pena perpetua —lo que deviene inexcusable en atención a que parte de los hechos se subsumen en el artículo 80 incisos 1 y 11º del Código Penal-, es inatingente el reclamo efectuado, ya que, en razón de tratarse de una pena indivisible, los indicadores del artículo 41 del mismo Código guardan relación con la especie a imponer.

d) Finalmente entiendo que debe descartarse el cuestionamiento relativo a la validez constitucional de las penas perpetuas esgrimido por la recurrente. Bastaría decir que para ello habría que concluir que éstas son realmente perpetuas, lo que en nuestro derecho hoy en día es insostenible.

Si bien es indiscutible que en virtud de la división de poderes establecida por el sistema constitucional, compete al poder judicial ejercer el control de constitucionalidad respecto de las leyes que debe aplicar, no es menos cierto que ésta es una de las funciones más delicadas de la jurisdicción y que la declaración de inconstitucionalidad de una ley debe considerarse como “última ratio”, por cuanto las normas correctamente sancionadas y promulgadas llevan en principio la presunción de su validez (CS Fallos 305:304, 263:309).

La pena impuesta en el caso no genera menoscabo a garantía constitucional alguna.

Debe recordarse que la determinación de la pena reconoce tres fases: la legislativa, la judicial y la que se produce en la etapa de ejecución de la pena. Ello importa la progresión de un único proceso de individualización para el caso concreto en el que el principio resocializador se encuentra siempre presente, resultando especialmente relevante en la última de las etapas mencionadas.

Es en esa inteligencia que los regímenes legales de ejecución penal vigentes tanto en el ámbito nacional como provincial desarrollan un programa caracterizado por una progresiva flexibilización del tiempo y las condiciones del encierro carcelario para permitir su adecuación a la situación concreta del penado.

De manera que los alcances de las limitaciones a la libertad ambulatoria y hasta la propia duración del encierro carcelario, aún en los casos de penas denominadas “perpetuas”, podrán variar por decisiones que se adopten en la etapa de ejecución atendiendo a los fines preventivo especiales o de resocialización, mediante la libertad condicional, las salidas transitorias, el régimen de semilibertad, y otras posibilidades de flexibilización al encierro, por no mencionar la propia vigencia de la norma, que bien puede modificarse en el curso del cumplimiento de la pena.

En suma, no advierto que la norma del art. 80 inc. 1 y 11 en cuanto establece la pena de prisión perpetua para el homicidio agravado por el vínculo y por tratarse la víctima de una mujer cometido por un hombre mediando violencia de género, violente los principios de proporcionalidad, dignidad humana, igualdad ante la ley o el derecho a la resocialización del condenado. 

No encuentro vulnerada la igualdad ante la ley. La discriminación que realiza el legislador para asignar la pena de prisión perpetua a los delitos del art. 80 del C.P. se funda en el mayor disvalor de acción, consistente en la mayor gravedad que comporta la acción llevada a cabo y tal discriminación en función del disvalor de acción no comporta una discriminación arbitraria que contraríe el principio de igualdad ante la ley, sino antes bien, responde a un claro y racional designio del legislador de desvalorar de manera más severa estos casos en que el ilícito sea cometido contra la vida de quien resultara ser su pareja, impone que la protección social sea más enérgica a través de la pena acentuada. Todo lo cual coloca a esa clase de acción en una situación diferenciada.

Esas mismas razones de mayor gravedad del injusto justifican la mayor severidad de la pena y de ese modo la norma observa las exigencias del principio de proporcionalidad.

En cuanto al fin resocializador de la pena, debe destacarse que la regulación de la C.A.D.H., norma incorporada a la CN y recogida por las leyes de ejecución de la pena, nacional 24.660 y provincial 12.256, no es excluyente de otros fines de la pena. En lo demás, al no importar la perpetuidad –según nuestra legislación- la prisión de por vida, el argumento de pérdida de virtualidad del derecho a la resocialización pierde contenido.

Estas razones justifican la legítima vigencia del art. 80 inc. 1 y 11 del C.P. en cuanto conmina la conducta allí desvalorada con la pena de prisión perpetua, por cuanto este tipo de pena, correctamente entendida, en función de las consideraciones sentadas precedentemente, no afecta los principios constitucionales de igualdad, dignidad humana y proporcionalidad.
Así entonces, las afirmaciones del recurrente en orden a la conculcación de principios superiores del ordenamiento jurídico no pasan de ser meras consideraciones propias y sin un desarrollo argumental convincente, lo que acarrea el rechazo del recurso en trato. 

V.- En razón de todo lo expuesto, propongo al acuerdo rechazar el recurso de casación obrante a fs. 44/50 de este legajo; con costas (arts. 18 CN; 12, 19, 29 inc. 3°, 40, 41 y 80 incisos 1 y 11 del CP; 210, 373, 448, 450, 451, 454 inciso 1°, 456, 459 del CPP).

Luego, a esta cuestión, voto por la negativa.
A la misma primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Maidana dijo:

Adhiero al voto del Sr. Juez Dr. Violini en igual sentido y por los mismos fundamentos y a esta cuestión, voto por la negativa.

A la segunda cuestión planteada, el Señor Juez doctor Violini, dijo: 

Tal como ha quedado resuelta la cuestion precedente, corresponde rechazar el remedio casatorio impetrado, con costas en la instancia; (arts. 18 CN; 12, 19, 29 inc. 3°, 40, 41 y 80 incisos 1 y 11 del CP; 210, 373, 448, 450, 451, 454 inciso 1°, 456, 459 del CPP).

Asi lo voto.

A la misma segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Maidana dijo:

Adhiero al voto del Sr. Juez Dr. Violini en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Así lo voto.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Vista la forma como han quedado resueltas las cuestiones planteadas en el Acuerdo que antecede, la Sala V del Tribunal

R E S U E L V E:

I. Rechazar el recurso de casación obrante a fs. 44/50 de este legajo y en consecuencia, confirmar la sentencia dictada por el Tribunal en lo Criminal n°·2 del Departamento Judicial Zárate Campana; con costas.

Rigen los arts. 18 CN; 12, 19, 29 inc. 3°, 40, 41 y 80 incisos 1 y 11 del CP; 210, 373, 448, 450, 451, 454 inciso 1°, 456, 459 del CPP

Regístrese, notifíquese y oportunamente, remítase a origen.

Fdo.: Victor Violini - Ricardo Maidana. 
Ante mí: María Espada.
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